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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veinticinco de junio de dos mil nueve   

Acta número 0043 del 25 de junio de 2009
Siendo las cinco y treinta minutos de la tarde de esta fecha, se declara abierta la vista pública dentro de la que ha de resolverse la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, el 16 de enero del año que avanza, dentro del proceso que Gustavo de Jesús Bedoya Marín le promueve a Ignacio de Jesús Valencia García. 

El proyecto presentado por el ponente, discutido y aprobado por los demás miembros de la Sala, conforme consta en el acta arriba referenciada, reseña estos

ANTECEDENTES   

Manifiesta el demandante, asistido de mandatario judicial, que trabajó desde el 9 de marzo de 2004 al 6 de noviembre de 2006 al servicio del señor Ignacio de Jesús Valencia García, bajo su continuada subordinación y dependencia, mediante contrato de carácter verbal; las labores para las que fue contratado consistían, entre otras, en administrar la finca campestre “La Sierra del Mirador”, la cual era alquilada para grupos familiares con fines recreacionales; se comprometió a sembrar, por su cuenta, 1.210 matas de plátano, a abonar la finca con 30 bultos de gallinaza por valor de $2.000 cada uno y compra de colino de plátano, para lo cual aportó la suma de $500.000, comprometiéndose el demandado a suministrar $250.000 para el cultivo; la remuneración ascendía a la suma de $75.000 semanales, el horario cumplido era, para las labores del campo, de 7:00 a.m. a 5:00 p.m. y cuando se alquilaba la finca, las labores se extendían por las 24 horas del día; la relación laboral fue terminado de manera unilateral y sin justa causa por parte del empleador; al actor solo le liquidaron, por el primer año, la suma de $500.000, por el segundo $1.000.000 y por el tercer año la suma de $780.000; manifiesta que no es cierto lo que fue consignado en el acta de conciliación del 30 de noviembre de 2006, toda vez que fue constreñido a aceptar los extremos de la relación allí planteados y la causal de terminación como común acuerdo. 
Conforme a esos hechos, solicita que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, desde el 9 de marzo de 2004 hasta el 6 de noviembre de 2006; en consecuencia, se condene al demandado al pago de cesantías, sus intereses, primas, vacaciones, horas extras diurnas y nocturnas, dominicales y festivos laborados, indemnización moratoria, indemnización por despido injusto, lo que resulte probado en virtud de las facultades extra y ultra petita y las costas procesales.
La demanda fue admitida el 15 de febrero de 2008, fl. 12, una vez corregida, ordenando correrla en traslado al accionado, quien por conducto de apoderado judicial contestó el libelo, fls. 17-23, aceptando algunos hechos y negando otros, oponiéndose a las pretensiones y excepcionando Inexistencia de relación laboral dentro de los extremos enunciados, Pago total de las obligaciones demandadas, Cosa juzgada y Prescripción genérica.

Ante la inasistencia de la parte demandada, se declaró fracasada la fase conciliatoria, fl. 35, haciéndose acreedor el accionado a las consecuencias establecidas en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, es decir, se presumieron como ciertos los hechos de la demanda susceptibles de confesión. No se observaron causales de nulidad del proceso, no se adoptaron medidas de saneamiento y se decretaron las pruebas pedidas por las partes.

Clausurado el período probatorio se convocó para audiencia de juzgamiento que hubo de celebrarse el pasado 16 de enero, en la que se declaró la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, el cual se extendió entre el 1° de enero y el 7 de octubre de 2006; se condenó al demandado, después de declararse probadas parcialmente las excepciones de Pago total de las obligaciones demandadas y de Cosa juzgada,  a pagar al actor la suma de $1.520.144,44 por concepto de salarios insolutos e indemnización moratoria, absolviéndolo de las demás pretensiones incoadas en su contra. Cargó las costas al demandado en un treinta por ciento (30%). 
Ante la sentencia se levantó en apelación el apoderado del demandante, fl. 73, quien manifiesta que los extremos de la relación laboral deprecada quedaron suficientemente establecidos en el proceso, amén que conforme a los efectos de la inasistencia del demandado a la audiencia de conciliación, no hay duda de la celebración del contrato verbal entre las partes; manifiesta que de la prueba testimonial no queda duda respecto a los extremos del contrato y al horario cumplido por el accionante; agrega que merece un serio análisis lo relativo al cultivo de plátanos que con autorización del demandado, el actor plantó en su finca. 

Enviados los autos a esta Sede y corrido el traslado de rigor a las partes se procede a resolver con apoyo en estas.
CONSIDERACIONES

Del farragoso escrito de sustentación presentado por el apoderado judicial del actor, se decanta que su inconformidad se circunscribe a los extremos de la relación laboral fijados en primera instancia, al horario cumplido, al pago de los cultivos de plátanos que Bedoya Marín plantó y al hecho de que al demandado no se le hayan hecho efectivas las consecuencias establecidas en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social por su inasistencia a la audiencia de conciliación.
Sea lo primero advertir al togado, que la presunción establecida en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, como sanción a la parte que sin justificación falta a la audiencia de conciliación, es de tipo legal, por lo tanto admite prueba en contrario.
Dilucidado lo anterior, procederemos a verificar los extremos temporales de la relación laboral y el horario de trabajo, de los cuales, en palabras del vocero judicial del accionante, no hay dudas.

Extremos del contrato de trabajo y jornada laboral.

Se solicita en la demanda la declaración de existencia de una relación laboral entre las partes, la cual se desarrolló entre el 9 de marzo de 2004 y el 6 de noviembre de 2006. En cuanto al horario de labores, afirma el accionante que cumplía dos jornadas, una de 7:00 a.m. a 5:00 p.m. en labores del campo, y otra, de 24 horas al atender grupos familiares y turistas que alquilaban la finca, laborando en dichos horarios de lunes a viernes y el sábado hasta la 1:00 p.m. 
Por su parte, el demandado manifiesta que el actor laboró a su servicio entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2005, por medio de un contrato verbal a término indefinido, el cual fue terminado de común acuerdo, liquidado conforme a las estipulaciones legales; sostiene que celebró otro contrato con el accionante a partir del 1° de enero de 2006, el cual fue terminado de mutuo acuerdo el 7 de octubre del mismo año, siendo realizada su liquidación ante el Ministerio de Protección Social el 30 de noviembre de igual anualidad. Respecto al horario, sostiene que Bedoya Marín laboraba de lunes a viernes de 8:00 a.m. a 12:00 m y de 1:00 p.m. a 5:00 p.m. y los sábados de 8:00 a.m. a 12:00 m, Los fines de semana y los días festivos la señora Inés Lozano de Rivera alquilaba la finca, encargándose por sus propios medios y peculio de la atención a sus clientes, responsabilidad que no tenía él como para asignársela al trabajador.  
El  a quo al fijar los extremos del nexo contractual, encontró que los testimonios no brindaban la información necesaria para definir este ítem, por lo que hubo de recurrir a los documentos de folios 24 a 26, encontrando que lo que existió realmente entre las partes fueron dos contratos indefinidos, terminados por la voluntad de las partes, los cuales se materializaron de manera autónoma e independiente, procediendo a analizar las pretensiones respecto del último de ellos, el cual se desarrolló entre el 1° de enero y el 7 de octubre de 2006. En lo atinente al horario de trabajo, consideró que no se encontraba suficientemente probado, amén que el accionante realizaba otras labores de tipo personal, lo cual impedía la determinación exacta de la jornada laborada.
A continuación, se analizaran los testimonios aportados por las partes en lo referente a los extremos temporales del contrato de trabajo y a la jornada de trabajo.
Al absolver interrogatorio de parte, el actor, Gustavo de Jesús Bedoya Marín, fl. 44, insistió en que el contrato de trabajo se extendió entre el 9 de marzo de 2004 y el 6 de noviembre de 2006, laborando entre las 6:00 a.m. y las 6:00 o 7:00 p.m., horario que difiere notablemente con el expresado en la demanda.

Carlos Eduardo Valle Hernández, a folio 48 expresó que el actor trabajó de dos años y medio a tres, de día y de noche, no tenía horario, no sabe cuando empezó a trabajar.

A folio 50 rindió testimonio la señora Inés Fabiola Restrepo Cadavid, compañera del actor, la cual manifestó que su compañero no tenía hora fija de salida, no recuerda la fecha de inicio de la relación, pero fueron tres años completos.

Víctor Faber García Restrepo, hijastro del actor, sostuvo a folio 52 que la vinculación fue del 2003, 2004 al 2006, iniciando labores a las 5:00 a.m. y sin horario de salida.

Ovidio de Jesús Valencia García, cuyo testimonio reposa a folio 55, indicó que el accionante laboró para el en el edificio Los Duruelos en el 2004 y que no sabe de la relación entre las partes aquí enfrentadas.
Manifestó Inés Lozano de Rivera a folio 56, que no sabe como fue la relación laboral, de igual manera, desconoce desde cuando laboró el demandante, el cual cumplía un horario normal y era totalmente independiente.
Edelber de Jesús Tabares Osorio, afirmó a folio 58 que Bedoya Marín entró a trabajar en el 2005 y se retiró en el 2006, cumpliendo un horario normal, el cual cree que era de 8 horas.

Por último, Mary Luz Correa Cadavid, a folio 60 sostuvo que el demandante trabajo desde 2005 y salió en octubre o noviembre de 2006 y que el horario estipulado era de 8 horas diarias.

Como se puede observar, de la prueba testimonial recabada no se pueden extractar claramente los extremos entre los cuales se desarrolló el vínculo contractual, menos aún el horario cumplido, por lo que forzosamente se debe recurrir a la prueba documental obrante en el expediente.

Milita a folio 24, la liquidación de prestaciones sociales por terminación de contrato de mutuo acuerdo, documento que refiere la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2005, vínculo que, conforme a lo expuesto por los testigos y por el mismo demandante al absolver interrogatorio de parte, fue terminado voluntariamente.

A folio 26 del expediente encontramos un acta de conciliación, suscrita por las partes ante el Grupo Trabajo Empleo y Seguridad Social, Sector Agrícola, del Ministerio de la Protección Social, Dirección Territorial de Risaralda, por medio de la cual conciliaron el pago de prestaciones sociales y demás derechos derivados de un contrato de trabajo vigente entre el 1° de enero y el 7 de octubre de 2006, documento fechado el 30 de noviembre de 2006 y en el cual consta que el motivo de terminación del nexo fue de mutuo acuerdo.

En este último documento se basó el a quo para fijar los limites temporales del contrato de trabajo, declarándolo así en la parte resolutiva de la sentencia que se revisa, ello ante la poca eficacia de los medios probatorios esgrimidos por el demandante en aras de demostrar unos extremos diferentes.

No obstante lo anterior, estima esta Colegiatura que teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 53 de nuestra Constitución Política respecto a la primacía de la realidad, en el presente asunto se denota que existió una sola relación de trabajo, pues las funciones del actor permanecieron incólumes, manteniéndose la causa y objeto de la labor desempeñada, por lo que se puede afirmar que la relación laboral habida entre las partes fue una sola, la cual, conforme a los documentos de folios 24 y 26 enunciados, se extendió entre el 1° de enero de 2005 y el 7 de octubre de 2006.
Visto lo anterior, se revisaran los valores liquidados por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, correspondientes al periodo enunciado, así:

Año 2005

Salario


$381.500

Cesantías


$381.500

Intereses a las cesantías
$45.780

Prima de servicios

$381.500

Vacaciones


$190.750

Total



$999.530

Año 2006

Salario


$408.000

Cesantías


$313.933,33

Intereses a las cesantías
$28.986,40

Prima de servicios

$313.933,33

Vacaciones


$156.966,66

Total



$813.819,72

GRAN TOTAL …………..
$1.813.349,72

Por su parte, a folios 24 y 26 del expediente militan sendas liquidaciones efectuadas por el demandado respecto de las prestaciones y las vacaciones del demandante, todo por un valor de $1.823.936, es decir, por una suma superior a la que se dedujo en esta instancia, por lo tanto, las acreencias que hoy reclama el accionante, fueron liquidadas correctamente y sobre el salario mínimo, por lo cual no habrá lugar a fulminar condena alguna por dichos rubros.

Solicita el actor sea reajustada la remuneración percibida durante la relación laboral al salario mínimo legal, toda vez que el a quo lo hizo únicamente para el año 2006, sin embargo a ello no podrá accederse, toda vez que, refiriéndonos al periodo comprendido entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2005, tiempo de labores que se encontró probado en esta Sede y se agregó al reconocido en primera instancia, en cuanto a la diferencia o nivelación salarial tenemos que ello no fue motivo de pedimento en la demanda, habiendo sido liquidada la correspondiente al 1° de enero al 7 de octubre de 2006 por el a quo, pero prevaliéndose de las facultades extra y ultra petita, mismas que sabido es, están vedadas para la segunda instancia, por lo tanto imposible resulta para esta Corporación proferir condena por ello. 

Por último, en cuanto a los cultivos de plátano, en las pretensiones de la demanda nada se solicitó al respecto, por lo tanto, si sobre ello se emitiera alguna condena en esta instancia se estaría violando flagrantemente el principio de congruencia que debe existir entre lo pedido y lo fallado, amén que en caso de haberse probado algo al respecto, la respectiva orden de pago pudo haber sido fulminada en primera instancia conforme a las facultades extra y ultra petita, sin embargo así no ocurrió,.

Visto lo precedente, se impone la confirmación de la sentencia, incluyendo la condena en costas de primera instancia.

Costas en esta sede no se causaron.     
Por lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha conocido, MODIFICANDO el numeral primero, en el sentido de declarar la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre las partes, vigente entre el 1° de enero de 2005 y el 7 de octubre de 2006.  
Costas en esta instancia no se causaron.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con permiso
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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